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El objetivo de este documento 
es hacer una lectura de 

los planes de gobierno de 
varios de los candidatos 
a las gobernaciones de 

Cundinamarca, Antioquia, 
Córdoba, Cauca y Nariño, 

para entender la forma en que 
las propuestas de seguridad y 
convivencia se presentan en 

el debate electoral
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Introducción

Los departamentos tendrían que jugar un papel 

preponderante en la política de seguridad y convi-

vencia. Cada uno de ellos tiene la posibilidad de arti-

cular política y técnicamente la enorme diversidad de 

acciones y estrategias que se presentan en los distin-

tos municipios que conforman su territorio. 

El objetivo de este documento es hacer una lectu-

ra de los planes de gobierno de varios de los candida-

tos a las gobernaciones de Cundinamarca, Antioquia, 

Córdoba, Cauca y Nariño, para entender la forma en 

que las propuestas de seguridad y convivencia se 

presentan en el debate electoral. Esta introducción 

presenta, además, algunas de las principales dificul-

tades que reflejan estas propuestas con respecto al 

desarrollo de un modelo desconcentrado de la segu-

ridad en el país1. 

Roles de partida de los departamentos
Una de esas funciones principales es la articula-

ción regional por medio de la concertación y apoyo con 

otros departamentos con el fin de desarrollar acciones 

conjuntas. Antes que ser una expresión municipal, mu-

chas de las problemáticas delictivas son de orden re-

gional. En este sentido, el trabajo conjunto entre Córdo-

ba y Antioquia es una necesidad, al igual que la alianza 

estratégica entre Cauca y Nariño, por poner solamente 

dos ejemplos. Aunque siempre será más dramática la 

falta de un trabajo mancomunado entre Bogotá y Cun-

dinamarca.  Alianzas que tendrían que ser estimuladas 

y formalizadas por los departamentos.

Los gobernadores tienen la posibilidad de arti-

cular y gestionar con las instituciones del orden na-

cional, no solo del Ejecutivo sino todas aquellas que 

tienen que ver con la provisión de justicia. Esto enten-

diendo que la infraestructura de muchas entidades 

se encuentra en las capitales de los departamentos 

y con quienes el diálogo podría mejorar las condicio-

nes de cobertura y calidad de los servicios, asociados 

a los proveedores públicos de seguridad y justicia en 

los distintos municipios que conforman el territorio.

La articulación estratégica entre los departamen-

tos y sus municipios, así como la discusión sobre el 

alcance y sentido de las acciones emprendidas por 

ellos en torno a la atención de las distintas manifes-

taciones delictivas, deben estar en el centro de las 

propuestas. De esta manera, se podrán garantizar 

mecanismos de asistencia a los municipios para di-

señar, implementar y seguir muchas acciones que se 

definen en los planes integrales de seguridad y con-

vivencia ciudadana (PISCC). 

La armonización presupuestal —teniendo en cuen-

ta que tanto los departamentos como los municipios 

cuentan con recursos para financiar la seguridad en 

el territorio— es otro de los campos en los cuales se 

pueden emprender acciones conjuntas entre el depar-

tamento y los municipios que lo conforman.

Finalmente, el diálogo nacional resultaría más 

fácil y eficiente desde el punto de vista estratégico 

entre el departamento y el Gobierno Nacional, que la 

forma en que se da en la actualidad, entre Planeación 

Nacional y los más de 1.100 municipios del país. 

1	 Según	el	artículo	8	de	la	Ley	489	de	1998,	“La	desconcentración	es	la	radica-
ción	de	competencias	y	funciones	en	dependencias	ubicadas	fuera	de	la	sede	
principal	del	organismo	o	entidad	administrativa,	sin	perjuicio	de	las	potesta-
des	y	deberes	de	orientación	e	instrucción	que	corresponde	ejercer	a	los	jefes	
superiores	de	la	Administración,	la	cual	no	implica	delegación	y	podrá	hacerse	
por	territorio	y	por	funciones”.

Los departamentos 
tendrían que jugar un 

papel preponderante en 
la política de seguridad y 

convivencia
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Las deficiencias de los planes
De esta manera, la Fundación Ideas para la Paz 

(FIP) decidió analizar los planes de gobierno de algu-

nos de los candidatos para las gobernaciones de Cun-

dinamarca, Antioquia, Córdoba, Cauca y Nariño, con 

el fin de determinar la articulación y conformación de 

regiones estratégicas para la seguridad y conviven-

cia, la coordinación entre las diferentes instituciones, 

las estrategias y acciones para los municipios y su 

asistencia a estos, la armonización en el presupuesto 

y la eficiencia del diálogo nacional. Esa conciencia y 

dimensionamiento se necesita para desarrollar una 

política de seguridad y convivencia nacional. 

Ausencia de una visión regional
Los resultados del análisis no son positivos. Salvo 

en el caso de Antioquia, los aspirantes a las goberna-

ciones no tienen en cuenta una visión territorial clara, 

en la que se conformen regiones en los departamen-

tos o, incluso, en la que se tenga conciencia de la di-

versidad municipal. Las diferencias espaciales entre 

las zonas montañosas o el sistema hídrico, más allá 

de un elemento de protección ambiental, no juegan 

un papel relevante en los distintos planes analizados. 

Sin una visión de la estructura administrativa de 

los departamentos y de orden material sobre sus di-

ferencias geográficas, es imposible construir visio-

nes regionales no solo dentro de los departamentos, 

sino en relación con los vecinos. Desde este punto 

de vista, los departamentos parecen ser espacios 

vacíos, ausentes de territorios y sin una estructura 

administrativa para ser trabajada. Varias preguntas 

quedan sin respuesta una vez realizado el análisis: 

¿Dónde están los departamentos? ¿Cuál es el territo-

rio que se va a gobernar? ¿Qué papel juegan entre los 

municipios y el Gobierno Nacional? ¿Cuáles son los 

niveles de gestión?

Esta falta de conciencia geográfica lleva a una 

poca claridad sobre las diferencias que se producen 

dentro de los territorios que conforman los depar-

tamentos. En los planes, no se observa un entendi-

miento diferenciado de estos enormes territorios, ni 

que ello implique la implementación de políticas de 

seguridad y convivencia distintas. 

Falla estratégica
Otra dificultad que se observa en los planes es el 

concepto de seguridad sin contenido. Este no escapa 

a la regla de buena parte de las políticas de seguridad 

y convivencia que se han publicado en el país durante 

los últimos años. En estos planes no existen mencio-

nes recurrentes hacia fenómenos como los homici-

dios, la extorsión, las amenazas o la violencia sexual, 

entre otros. La seguridad como concepto vacío pare-

ce ser la característica principal, evitando así el com-

promiso frente al control, prevención, investigación y 

reducción de delitos contra la vida, la libertad e inte-

gridad sexual, la propiedad o la libertad y capacidad 

de decisión de los ciudadanos. Esto conduce a una 

falencia en propuestas estratégicas.

Los planes no se caracterizan por mencionar ac-

ciones concretas o alianzas intergubernamentales 

o intersectoriales, pues la misma conceptualización 

de los fenómenos parece inexistente o vacía frente a 

una idea de seguridad en abstracto. Esto hace que su 

lectura resulte árida y las propuestas se reduzcan al 

fortalecimiento institucional orientado a la Policía y el 

Ejército, o a buscar una prevención social que se re-

laciona con una criminalización de la pobreza y una 

securitización de las políticas sociales.

Falta armonización institucional y 
presupuestal

Esto conduce a un nuevo eslabón fallido: la falta 

de ideas vinculadas a la armonización o articulación 

institucional, estratégica o de políticas orientadas a 

mejorar las condiciones de seguridad y convivencia. 

Sin embargo, los planes revelan una problemática de 

la descentralización latente que se manifiesta en al-

gunas propuestas en las que se reclama mayor au-
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tonomía. Esto pareciera ser un indicador más de la 

búsqueda del aislamiento que de la articulación entre 

entidades autónomas y territorios, acciones y senti-

dos públicos.

La financiación no es algo que se aborde. Las pro-

puestas de seguridad y convivencia no mencionan la 

forma en que se van a financiar, ni hay referencias 

claras en los distintos planes analizados. Tampoco 

hay conciencia de las fuentes de financiación, de su 

transparencia y de la estructura de los gastos. Se 

sabe que los gastos en seguridad se reducen a aque-

llos denominados como recurrentes y que, muchas 

veces, cubren las operaciones de las entidades del 

orden nacional como la Policía y el Ejército.

No hay integración nacional, sino una 
política atomizada

Los planes no hacen mención explícita a la política 

de Paz Total o a la de seguridad, defensa y conviven-

cia ciudadana, lanzada en abril pasado. Los candida-

tos tampoco tienen conciencia sobre ellas, ni siquiera 

aquellos que hacen parte del partido de Gobierno. 

Se puede estar en contra o a favor de estas políti-

cas, pero su inexistencia en los planes revela las difi-

cultades en el futuro para mantener un diálogo fluido 

entre el Gobierno Nacional y las demás autoridades 

descentralizadas. Una situación compleja, teniendo 

en cuenta que Colombia cuenta con un modelo cen-

tralizado de la seguridad y la convivencia en cabeza 

del presidente de la República, que desciende en for-

ma jerárquica a los gobernadores y alcaldes bajo una 

desconcentración de la actividad de policía. Una vez 

leídos los planes, queda la sensación de contar con 

una política nacional de seguridad que difícilmente 

será apropiada por las autoridades locales, quienes, a 

su vez, construirán un amplio espectro municipal de 

políticas locales de seguridad y convivencia sin que 

exista una articulación regional, y desarrolladas por 

unos departamentos que tienen poca conciencia de 

su estructura humana y territorial.

Los planes no hacen 
mención explícita a la 

política de Paz Total o a 
la de seguridad, defensa 

y convivencia ciudadana, 
lanzada en abril pasado
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TOMANDO DISTANCIA DEL PAÍS
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1. Antioquia: tomando distancia del país

Los cuatro candidatos más opcionados para el 

cargo de gobernador de Antioquia, Luis Emilio Pé-

rez (Piensa en grande), Andrés Rendón (Por Antioquia 

firme), Luis Fernando Suárez (Unidos por Antioquia) 

y Mauricio Tobón (El Parche), tienen en común una vi-

sión de región desarticulada del resto el país y apuntan 

a una suerte de independencia del departamento. Pro-

ponen el trabajo conjunto con los alcaldes de los 125 

municipios que lo componen y ninguno considera la 

posibilidad de desarrollar acciones con otros departa-

mentos del país o con el Gobierno Nacional.  

Se sugiere que los candidatos tienen un conven-

cimiento de su gran potencial. Apuntan a la compe-

titividad desde la innovación digital, a la innovación 

a nivel económico, y Luis Fernando Suarez a nivel 

ambiental. Todo esto lo relacionan con alianzas in-

tersectoriales y, como se mencionó, considerando la 

participación y la integración de los municipios del de-

partamento. En cuanto a los gobiernos anteriores, Luis 

Pérez y Luis Fernando Suárez pretenden recuperar o 

conservar propuestas que se han hecho previamente.  

El enfoque de la seguridad
La desarticulación con el resto del país y las vi-

siones regionalistas no son lo único que comparten 

los candidatos a la gobernación de Antioquia: tam-

bién hay una visión compartida con respecto a la se-

guridad del departamento. Manifiestan que el terror 

de Antioquia son los grupos criminales y afirman que 

estos tienen el control territorial (Caparros, AGC, Ofi-

cina, Carteles mexicanos, disidencias), lo que afec-

ta el desarrollo del departamento. Además de estos 

enemigos criminales y delitos comunes, también 

mencionan la corrupción y minería como problemá-

ticas y posibles causantes de la inseguridad.

Los índices de criminalidad reportados por la 

Policía Nacional entre septiembre de 2022 y agosto 

de 2023, muestran niveles por debajo de la tasa na-

cional. Por ejemplo, la tasa de homicidios es de 25,3, 

10 puntos por debajo de la tasa nacional (26,5). Las 

amenazas presentan una tasa de 53,5 (108,2 de tasa 

nacional), y en las de extorsión se tiene un índice de 

22,5 (comparado con una tasa de 17,7 a nivel nacio-

nal). Las encuestas de percepción y victimización 

realizadas por la FIP indican que la influencia en la 

vida cotidiana de los grupos ilegales es de 35%, in-

dicador que se comparte con las organizaciones co-

munitarias y que se encuentra por debajo de la iglesia 

(40%). Esto indica que el control de las regiones no 

se encuentra concentrado en un solo actor y que es 

importante diferenciar los problemas de acuerdo con 

este indicador. El hecho de concentrar los problemas 

en el control de los grupos ilegales impide contem-

plar otros factores que inciden en la inseguridad y la 

violencia. 

A pesar de tener la misma perspectiva frente a la 

definición del problema de seguridad en el departa-

mento, los candidatos plantean diferentes estrate-

gias para solucionarlo. Por una parte, Mauricio To-

bón plantea el uso de la fuerza del Estado, pero bajo 

el marco de las garantías de los Derechos Humanos; 

por otra, los candidatos Luis Pérez y Luis Fernando 

Suárez plantean que el problema de la seguridad se 

soluciona mediante el control territorial a través de 

la Fuerza Pública. La perspectiva de Rendón, por su 

parte, es que la seguridad se encuentra estrecha-

mente atada al desarrollo económico: considera que, 

al ofrecer soluciones en este aspecto, es posible res-

ponder a la inseguridad. 

Respuesta a la inseguridad
A pesar de esos matices, no se observan ideas in-

novadoras. Las estrategias se encuentran en aquellas 

que se han propuesto e implementado en el pasado, 

y que no necesariamente tienen impacto en mejorar 

las condiciones de seguridad. Por ejemplo, todos los 
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candidatos coinciden en la propuesta de aumentar la 

presencia de inteligencia militar y policial.  Además, 

tres de ellos (Suárez, Rendón y Pérez) proponen au-

mentar el pie de fuerza. 

Los candidatos Luis Fernando Suárez, Luis Pé-

rez y Andrés Rendón vinculan esto con fortalecer los 

mecanismos de acceso a la justicia. Los dos últimos 

acentúan su propuesta con la construcción de cár-

celes regionales, pero Luis Pérez plantea un trabajo 

conjunto con el Gobierno Nacional para disminuir las 

condiciones inconstitucionales que han caracteriza-

do estos establecimientos durante las últimas déca-

das en el país. Por su parte, Tobón es menos concreto 

y propone fortalecer la infraestructura en general.  

Luis Pérez menciona la importancia de la colabo-

ración con la Fiscalía. Luis Suárez propone fortale-

cer las inspecciones de policía, pero no profundiza 

en cómo llegará a esto.  En general, hay un vacío en 

los cuatro programas con respecto al papel de los or-

ganismos de control. Es importante tener en cuenta 

a estas entidades, ya que cualquier acción de segu-

ridad debe garantizar la protección de los derechos 

humanos y prevenir delitos contra la administración 

pública. Finalmente, es relevante mencionar que 

existe un vacío en relación con el apalancamiento fi-

nanciero para desarrollar todas estas propuestas. 

La articulación de las políticas nacionales en 
los programas de gobierno

De manera general, no se observa articulación 

con la política de Paz Total ni con la política nacio-

nal de seguridad, defensa y convivencia ciudadana. 

Se hacen ligeras menciones a la promoción de Ca-

sas de Justicia y a los Conciliadores en Equidad por 

parte del candidato Andrés Rendón. Luis Pérez solo 

menciona de manera superficial el Acuerdo de Paz, 

pero no profundiza en su gestión e implementación. 

Finalmente, el candidato Tobón aborda vagamente el 

tema de paz urbana y rural.  

Una ausencia importante 
Es importante mencionar otro factor común en 

los cuatro planes de gobierno: ninguno aborda la im-

portancia de trabajar en conjunto con otros depar-

tamentos. El departamento de Antioquia limita con 

Córdoba y con Chocó, entre otros, un elemento im-

portante teniendo en cuenta las afectaciones históri-

cas y compartidas. Por ejemplo, los hechos de violen-

cia que se comparten entre el bajo Cauca y el sur de 

Córdoba o en el Urabá con municipios chocoanos. La 

idea de trabajar de forma individual y autónoma no 

permite cerrar las brechas en el país. Antioquia es un 

departamento que tiene ventajas económicas, indus-

triales y políticas que podría poner a disposición de 

departamentos vecinos y así ayudar a la gestión con 

otros niveles de Gobierno.

De manera general, no se 
observa articulación con 
la política de Paz Total ni 

con la política nacional 
de seguridad, defensa y 
convivencia ciudadana
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2. Cauca: entre la integración y el cierre
de brechas sociales
 

Las elecciones a la gobernación del Cauca pre-

sentan una necesidad de integración social, diálogo, 

inclusión y participación de la población. Los can-

didatos se han enfocado en proponer políticas que 

tienen el propósito de cerrar las brechas sociales y 

mejorar la calidad de vida. De esta manera, se podrá 

establecer una sociedad en paz y libre de cualquier 

tipo de violencia.  

Los candidatos analizados fueron seleccionados 

con base en la intención de voto mencionada en me-

dios de comunicación locales: Juan Diego Castrillón 

(Pacto Histórico), Octavio Guzmán (La Fuerza del 

Pueblo), Yolanda Meneses (Agrupación Política en 

Marcha) y Víctor Ramírez (Unidos en la Diversidad).

De ellos, Castrillón, Guzmán y Meneses no expo-

nen a profundidad las problemáticas que presenta el 

departamento. Por otra parte, Víctor Ramírez presen-

ta una caracterización de los principales problemas 

de seguridad, pero con datos desactualizados (2015). 

Es importante recalcar que la estructura lógica de los 

programas tiene como fin establecer un acuerdo so-

cial. Sin embargo, las propuestas que se desarrollan 

no muestran una relación directa frente sus visiones 

ya que, por ejemplo, Castrillón aborda la seguridad 

alrededor de la prevención de la violencia con mayor 

presencia de Fuerza Pública y más vigilancia en la 

frontera. Esto hace que se desarticulen las perspecti-

vas de diálogo y construcción comunitaria.

Los demás candidatos se enfocan en una pers-

pectiva de conciliación y cierre de brechas que per-

mitan una mayor integración y diversidad, la cons-

trucción participativa y el desarrollo cultural bajo 

un enfoque diferencial. Poco se abordan las políticas 

diseñadas por el Gobierno Nacional y la interconecti-

vidad con otros departamentos para atender el con-

flicto armado.

Se debe tener en cuenta que el departamento del 

Cauca presenta diferentes problemáticas en térmi-

nos de pobreza y violencia. Entre septiembre de 2022 

y agosto de 2023, la Policía Nacional reportó una tasa 

de 54,7 homicidios por cada 100.000 habitantes, un 

indicador por encima de la tasa nacional de (26,5) y 

que ubica al departamento en el cuarto lugar entre 

los 32 que componen el país. Las amenazas reportan 

una tasa de 139, mientras que a nivel nacional es de 

108,2, ubicándolo en el octavo lugar. Por otra parte, 

la extorsión tuvo una tasa de 23,5 con respecto al 17,7 

del nivel nacional. La violencia continúa presente en 

la cotidianidad de los caucanos. 

Los aspectos en cuanto a la calidad de vida con-

tinúan siendo problemáticos en el departamento. De 

acuerdo con el DANE (2022), el índice de pobreza 

multidimensional fue de 18,3 lo que lo ubica en el 

puesto 17 a nivel nacional; aun así, el departamento 

presenta problemas en cuanto al desempleo de larga 

duración (14,7%), el rezago escolar (22,5%) y el acce-

so a agua potable mejorada (25,8%).  

Ante este panorama, los enfoques de los candi-

datos se reducen a aspectos generales y no tienen 

en cuenta los problemas puntuales que presenta el 

departamento. Su visión de la seguridad excluye las 

características propias del territorio debido a la falta 

de información y a soluciones estructurales frente a 

los problemas. En este sentido, la articulación para 

enfrentar los temas de inseguridad y violencia en el 

territorio se hacen insuficientes y los aspectos de or-

den nacional —como la Paz Total y el ordenamiento 

territorial— no se articulan dentro de los planes de 

gobierno, aun cuando hay candidatos que siguen la 

misma línea política del Gobierno Nacional. De igual 

forma, la violencia no tiene en cuenta la articulación 

con otros departamentos, donde se comparten pro-

blemas, como el caso de Nariño o Valle del Cauca.  

Algunos candidatos hacen referencia a la planea-

ción territorial, la memoria histórica y los cultivos ilí-

citos. Víctor Ramírez, por su parte, propone legalizar 



13La seguridad en las elecciones departamentales  /  Octubre 2023

la marihuana para convertir al Cauca en un eje pro-

ductivo que permita captar más recursos e impulse el 

crecimiento económico. Sin embargo, no se observa 

el abordaje de una propuesta integral que se articule 

con el Acuerdo de Paz, la implementación de la Paz 

Total a través del diálogo con los grupos armados, las 

recomendaciones de la Comisión de la Verdad y al-

gunas organizaciones descentralizadas que buscan 

establecer un diálogo asertivo y constructivo para 

toda la población.  

Por último, la justicia, los organismos de con-

trol, las comisarías de familia y las inspecciones de 

policía son los grandes ausentes en el abordaje de 

la seguridad. Llama la atención que el candidato 

Guzmán presenta a las comisarías de familia como 

una forma de justicia comunitaria, lo que va en con-

travía de su función formal dentro de las entidades 

del Estado. Al igual que en el pasado, fortalecer a la 

Fuerza Pública lo mencionan tres de los cuatro can-

didatos, a excepción de Víctor Ramírez, quien hace 

un abordaje alrededor del diálogo y EL desarrollo 

bajo un enfoque diferencial y territorial con base en 

los PDET (Programas de Desarrollo con Enfoque Te-

rritorial) y el PNIS (Programa Nacional Integral de 

Sustitución Voluntaria de Cultivos de Uso Ilícito), 

además de incluir a las poblaciones indígenas y afro.

La justicia, los 
organismos de control,

las comisarías de familia 
y las inspecciones de 

policía son los grandes 
ausentes en el abordaje 

de la seguridad
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CÓRDOBA
EL CONSENSO, LAS DIFERENCIAS Y 

LOS PROFUNDOS SILENCIOS
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3. Córdoba: el consenso, las diferencias y los 
profundos silencios

Este ejercicio contempla los planes de gobier-

no de los cuatro candidatos con mayor intención de 

voto para la gobernación, según encuestas1 (Caracol 

Radio, 2023): Erasmo Elías Zuleta Bechara (Córdo-

ba Pr1mero), Gabriel Enrique Calle Aguas (Coalición 

Nuevo Futuro), Angélica Verbel López (Movimiento 

Alianza Demócrata Amplia) y Juan de la Cruz Martí-

nez Petro (Córdoba Productiva e Incluyente).  

A diferencia de otros departamentos, en Córdoba 

los consensos entre candidatos son menos frecuen-

tes. La única idea que comparten es la visión de de-

partamento basada en el desarrollo. Sin embargo, al 

poner la lupa en esta idea, se observan varias dife-

rencias con respecto a cómo abordarlo, dónde enfo-

carlo y bajo qué líneas estratégicas se gestionará. 

El desarrollo es el centro de la visión. Para Juan 

Martínez Petro, el departamento debe hacer crecer 

su economía para realizarlo. Martínez se concentra 

en las alianzas público-privadas y tiene la noción de 

las subregiones en el departamento desde lo econó-

mico. La idea de desarrollo económico como eje fun-

damental discrepa de las ideas de Angélica Verbel y 

Erasmo Zuleta, quienes enfocan el desarrollo en te-

mas sociales como el acceso al agua potable, al desa-

rrollo comunitario, las oportunidades económicas y 

la paz dirigida hacia el bienestar social. Gabriel Calle 

Aguas comparte esta última visión, pero le agrega el 

tema agropecuario como una priorización para ge-

nerar sostenibilidad y crecimiento. 

Es de rescatar que, para el general de los candi-

datos, la visión del territorio va en concordancia con 

las líneas estratégicas desarrolladas en los planes. 

Además, se observa la idea de la paz como un punto 

importante en el desarrollo de la región, pero ningu-

no se alinea —o al menos menciona— la política na-

cional de Paz Total. 

Las diferencias entre candidatos se acentúan 

frente al tema de seguridad, la forma en que se de-

finen las problemáticas y en que serán abordadas 

durante el próximo cuatrienio. Erasmo Zuleta y Ga-

briel Calle Aguas mencionan de manera específica 

la seguridad, abordándola desde el orden público y 

las fuerzas armadas, pero concentran la generación 

y construcción de paz como el camino para garanti-

zarla. Esta ambigüedad impide definir las necesida-

des específicas frente a delitos que afectan directa-

mente la seguridad de la región, como los homicidios, 

con una tasa del 19,1 por cada 100.000 habitantes, y 

las amenazas, con una tasa de 83,8 por cada 100.000 

habitantes, índices que no superar el promedio nacio-

nal (26,5 y 108,2, respectivamente), pero que debe-

rían estar en el centro de las propuestas. 

Las encuestas de la FIP reafirman la necesidad de 

diseñar estrategias que, además, permitan mejorar 

la percepción de seguridad de los cordobeses, espe-

cialmente en el sur, donde la sensación de inseguri-

dad supera el 50% (FIP, 2022 – 2023). 

La abstracción de la definición de los problemas 

cambia con respecto al candidato Gabriel Calles 

Aguas, quien menciona el conflicto entre grupos ile-

gales (BACRIM) y las tierras. Sin embargo, esta vi-

sión limita los problemas y deja por fuera del análi-

sis otros factores que pueden ser determinantes en 

la comisión de los delitos. Por otro lado, el candida-

to Erasmo Zuleta no define ningún problema, pero 

cree que la seguridad es un reto y establece algunas 

estrategias; por otro, Juan Martínez Petro tiene un 

apartado denominado “municipios seguros”, pero no 

define problemáticas. 

Frente a las estrategias propuestas en torno a la 

seguridad, el candidato Gabriel Calles Aguas, en lí-

nea de su limitación de los problemas a los grupos 
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armados y los conflictos que derivan de ellos, propo-

ne realizar acciones de persecución y fomentar una 

cultura del autocuidado y seguridad de la mano de la 

población, donde la ciudadanía gestione sus propios 

conflictos y garanticen su orden. 

Erasmo Zuleta pone a la seguridad como un reto 

y, sin referir problemas, menciona estrategias con la 

participación municipal y regional, con mayor tecno-

logía y veedurías de diferentes grupos poblacionales. 

El candidato Juan Martínez Petro menciona diseñar 

estrategias de cooperación ciudadana, implementar 

la seguridad y vigilancia con mecanismo tecnoló-

gicos, pero con un mayor grado de dependencia de 

acuerdos y apoyo de las instituciones del Gobierno 

Nacional para la protección y prevención. 

Angélica Verbel no menciona problemas especí-

ficos de seguridad y limita su propuesta estratégica 

a aumentar la presencia institucional para conser-

var el orden público y reestablecer el estado social 

de derecho. 

Son claras las limitaciones frente a la visión de 

seguridad y las estrategias para garantizar un de-

partamento libre de violencias. Hay silencios im-

portantes dentro de los principales discursos de los 

candidatos analizados que valen la pena rescatar. El 

primero tiene que ver con el desconocimiento de las 

problemáticas que afectan la seguridad de los cor-

dobeses. No es clara la definición y la seguridad se 

aborda de manera abstracta. Esta situación limita 

el campo de acción, articulación, gestión y apoyo a 

las subregiones y municipios del departamento. Sin 

olvidar que no existen menciones sobre la financia-

ción para llevar a término sus estrategias. 

El segundo gran ausente es la planeación regio-

nal en coordinación con los otros departamentos, 

en especial con Antioquia. No se presenta ninguna 

estrategia para combatir la violencia entre el sur de 

Córdoba y el Bajo Cauca, subregión que concentra 

diversos problemas sociales y de seguridad. Los 

planes de gobierno están desconociendo la visión 

municipal y dejan al departamento en un vacío entre 

la nación y los territorios. Tampoco se mencionan 

los organismos de control que tienen un papel fun-

damental a la hora de garantizar los derechos en los 

procesos de justicia y seguridad. Se olvidan de que 

estos tienen una función constitucional con respec-

to a las funciones del control disciplinario, defensa 

del pueblo y el control fiscal, sin estar adscritas a 

alguna rama del poder. 

El tercer silencio tiene que ver con diversos con-

flictos que ha adquirido importancia en los últimos 

años entre el sector privado y las comunidades, 

confrontación que recoge problemáticas sociales, 

económicas y ambientales. No hay mención de las 

mineras e industrias que hacen presencia en la re-

gión, especialmente del Alto San Jorge, conformado 

por los municipios de Montelibano, Puerto Liberta-

dor y San José de Uré, al sur de Córdoba. 

Todo ello refleja la posible desconexión de los 

candidatos con las dinámicas del departamento, su 

geografía, los ecosistemas que la componen y las 

tensiones sociales que se producen.

Son claras las 
limitaciones frente a 

la visión de seguridad 
y las estrategias 

para garantizar un 
departamento

libre de violencias
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4. Cundinamarca: el desarrollo abordado 
desde dos caminos diferentes

Según la encuesta realizada por El Espectador2 

(2023), los cuatro candidatos con mayor intención de 

voto en el departamento de Cundinamarca son Nan-

cy Patricia Gutiérrez (Centro Democrático), Jorge 

Emilio Rey (Caminando, escuchando, gobernando), 

Orlando Salcedo Moya (Movimiento político Fuerza 

Ciudadana) y Yoly Liliana García (Pacto Histórico). 

A partir de estos planes de gobierno, la FIP expone la 

visión del departamento y las estrategias orientadas 

a mejorar la seguridad durante el próximo cuatrienio.

Visión urbana vs visión rural
Los cuatro candidatos a la gobernación de Cundi-

namarca convergen en una misma idea de fomentar 

el desarrollo de la región a partir de la equidad y la 

inclusión. Sin embargo, divergen en su orientación. 

Jorge Rey y Nancy Gutiérrez cuentan con una visión 

de carácter urbana, priorizando el acceso a los ser-

vicios públicos, especialmente al agua potable y a la 

infraestructura productiva. Aquí la principal preocu-

pación es el tema de la competitividad, enfocando el 

interés en generar empleo y más oportunidades. Es 

importante recalcar que, si bien el candidato Rey le 

da una perspectiva más urbana, tiene en cuenta al 

campesinado con respecto a la transformación del 

departamento.

Por su parte, Orlando Salcedo y Yoly Liliana Gar-

cía exponen un enfoque rural a su visión de depar-

tamento. Destacan el papel del campesinado, la ar-

monización con el medio ambiente y la defensa de 

los recursos hídricos, ordenando al territorio en tor-

no al agua. Para ellos, la preocupación principal es 

la gestión pública. El Estado debe ser eficiente, más 

participativo y abierto al diálogo social, para de esa 

manera luchar contra la corrupción.  

Hay otras dos posturas en las que los candidatos 

difieren frente a la organización del departamen-

to. La primera es de los candidatos Rey y Gutiérrez, 

quienes buscan una integración regional, y la segun-

da de los candidatos Salcedo y García, quienes hacen 

referencia a la autonomía de las comunidades en el 

departamento. 

Conciencia de la diversidad de la región y la 
articulación con el resto del país 

Como se mencionó, los candidatos Rey y Gutié-

rrez promueven una interconexión de la región, don-

de Rey se guía por las teorías del desarrollo econó-

mico propuestas por el PNUD y las Naciones Unidas, 

pero no se logra identificar una articulación clara 

con el nivel nacional. Para el caso de los candidatos 

Salcedo y Gutiérrez, es evidente la vinculación con el 

Plan Nacional de Desarrollo y buscan alinearlo con 

sus lineamientos estratégicos. 

Sin embargo, no se observa referencia a la diver-

sidad de población, medioambiente, recursos, indus-

trias de los municipios que componen el departa-

mento, ni tampoco a la función que muchos de estos 

cumplen en beneficio de Bogotá o a sus múltiples 

conexiones con el resto del país. En esa medida, se 

pierde una oportunidad para desarrollar estrategias 

articuladas con la capital del país y con la nación. 

Seguridad 
De acuerdo con los datos reportados por la Poli-

cía Nacional, se observa que el departamento cuenta 

con una tasa de homicidios de 12,4 por cada 100.000 

habitantes, encontrándose 14 puntos por debajo de 

la tasa nacional. A pesar de este indicador, está en el 

puesto 16, entre los 32 municipios del país, frente al 

tema de las amenazas. La tasa de este delito es de 

108,2, igualando la tasa nacional.

2	 Ver:	 https://www.elespectador.com/contenido-patrocinado/cundinamar-
ca-y-cota-tendrian-definicion-sobre-alcaldia-y-gobernacion/	
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Frente a estas problemáticas, los candidatos ex-

ponen dos visiones de seguridad: 

• • La seguridad entendida por la ocurrencia 
de delitos, principalmente contra el patri-

monio (hurtos), lesiones personales, violen-

cia intrafamiliar y contra la administración 

pública. Frente a esta visión, las estrategias 

corresponden a modelos clásicos de au-

mentar los funcionarios policiales y fortale-

cer su tecnología, el acceso a la justicia, me-

jorar los procesos de investigación criminal, 

la corresponsabilidad de la ciudadanía y el 

cierre de brechas sociales. Los candidatos 

Rey y Gutiérrez hacen énfasis en la protec-

ción de grupos vulnerables (niños, jóvenes y 

campesinos) y del espacio público, así como 

el control territorial y una mayor presencia 

de la Fuerza Pública.

No se observan apuestas innovadoras, 

ni se concreta la articulación con otras en-

tidades de carácter civil o con entidades del 

nivel nacional. Se pierde de vista la proximi-

dad institucional con la Alcaldía de Bogotá 

y los entes nacionales, que podrían aportar 

a desarrollar acciones que mejoren las con-

diciones de seguridad y convivencia en los 

municipios del departamento. 

• • La segunda visión expone que los proble-
mas de seguridad deben abordarse desde 
la perspectiva social; para ello, se propo-

ne implementar el Acuerdo de Paz y luchar 

contra la corrupción. Los candidatos Salce-

do y García proponen estrategias enfocadas 

en la seguridad integral para cerrar brechas 

sociales, generar desarrollo económico y, de 

esa manera, lograr una mayor seguridad.

Esta visión corresponde a un concepto 

de seguridad en abstracto que dificulta defi-

nir los problemas que afectan a la población. 

La definición de estrategias es ambigua, po-

niendo énfasis en las responsabilidades del 

Gobierno Nacional. 

En conclusión, ninguno de los candidatos especi-

fica la afectación de los problemas de seguridad sobre 

los cundinamarqueses. Las estrategias que plantean 

para el próximo Gobierno corresponden a un listado 

de viejas promesas y con poca efectividad en las con-

diciones del departamento. Tampoco se observa un 

interés por articularse con alcaldías de los 116 muni-

cipios, con sus comisarías de familia, organismos de 

control ni inspecciones de los policías. Finalmente, no 

hay estrategias para gestionar recursos de diversa 

índole que permitan apalancar las propuestas.

Ninguno de los 
candidatos especifica 

la afectación de 
los problemas de 

seguridad sobre los 
cundinamarqueses. Las 

estrategias que plantean 
para el próximo Gobierno 
corresponden a un listado 

de viejas promesas y 
con poca efectividad 

en las condiciones del 
departamento
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5. Nariño: la sostenibilidad en el centro de la agenda
 

Durante esta campaña electoral, se registraron 

nueve candidatos para la gobernación de Nariño. Los 

seis candidatos más mencionados por los medios de 

comunicación son: Nilza María Pantoja Agreda (Dig-

nidad y Compromiso), Luis Alfonso Escobar Jarami-

llo (Pacto Histórico), Berner León Zambrano Eraso 

(De frente por Nariño), Carlos Alberto Portilla Rubio 

(Centro Democrático), María Cristina Rivera Burbano 

(Movimiento Salvación Nacional) y Carlos Alejandro 

Maya Aguirre (Liga Gobernantes Anticorrupción).

A pesar de la diversidad de nombres y líneas polí-

ticas, se observan varias coincidencias entre candi-

datas y candidatos. La principal de ellas tiene que ver 

con la idea de desarrollar el departamento de manera 

sostenible. Una sostenibilidad enfocada en lo comer-

cial y en el bienestar de la población.

En desarticulación con el país
Los candidatos a la gobernación del departamen-

to de Nariño parecen coincidir en nombrar los Obje-

tivos de Desarrollo Sostenible (ODS) como punto de 

partida en sus propuestas. Si bien esto implica una 

articulación con las Naciones Unidas, paradójica-

mente los planes de gobierno no parecen articularse 

con el resto del país. El único punto evidente de co-

nexión se limita a lo establecido por el nivel nacional 

para conectar comercialmente el departamento por 

medio de vías (principalmente, con la vía Paname-

ricana). 

Ambigüedad en la definición del 
departamento

Los planes de gobierno en Nariño no evidencian 

una visión clara del departamento. No hay referen-

cias explícitas sobre la diversidad de poblaciones que 

allí conviven, tampoco las diferencias geográficas 

entre lo urbano y lo rural entre la costa Pacífica y la 

sierra. Estas características son clave para definir 

estrategias diferenciadas, de acuerdo con las necesi-

dades de la ciudadanía que habita en cada subregión 

y sus municipios. Esto podría profundizar las brechas 

en el departamento y en la articulación con el resto 

del territorio nacional. 

Las principales líneas estratégicas
A pesar de esa visión general, se resaltan algunas 

de las líneas priorizadas para el próximo cuatrienio: 

• • Medio ambiente: La conservación medioam-

biental es una preocupación generalizada en 

los diferentes programas. La mayor parte de 

los candidatos se comprometen con el orde-

namiento del territorio y hay algunas men-

ciones a proteger cuencas hídricas y garan-

tizar el acceso de agua potable. También se 

observa una relación con el fomento del tu-

rismo y los impactos que puede generar. De 

nuevo, no se observa articulación con las po-

líticas nacionales, a excepción del candidato 

Zambrano Eraso, quien habla de conexión 

nacional y desarrollo departamental para 

cerrar las brechas sociales. 

• • Autonomía: Como se ha mencionado en lí-

neas anteriores, las propuestas de gobierno 

en Nariño no apuntan a articularse con el 

resto del país; por el contrario, se presenta 

al departamento como una unidad autóno-

ma y autosuficiente. Incluso, existen plan-

teamientos extremos como el del candidato 

Maya, quien apunta a un estado federal in-

dependiente del centro del país. 

• • Transparencia: Todos los candidatos abor-

dan este punto como algo relevante en sus 

programas. Las posiciones son relativa-

mente compartidas frente a la gestión públi-

ca y a la legalidad del origen de los recursos; 
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las diferencias, en cambio, se encuentran en 

la forma en que se nombra el tema. El can-

didato Maya es más disruptivo en el uso del 

lenguaje, refiriéndose a la lucha contra las 

“ratas”. La candidata Pantoja se decanta por 

la eficiencia, mientras el candidato Portilla 

incentiva la veeduría ciudadana. 

• • Empresa privada: Los programas hacen 

referencia a la relación necesaria con las 

empresas privadas y alianzas comerciales. 

Sin embargo, no se mencionan empresas en 

específico. 

La paz olvidada
Nariño ha sido un departamento afectado por el 

conflicto armado y por eventos de violencia que vul-

nera a la población de algunas zonas. Para el periodo 

septiembre de 2022 y agosto de 2023, según datos de 

la Policía Nacional, la tasa de homicidios en Nariño es 

de 29,3 por cada 100.000 habitantes, superando en 

cuatro puntos a la tasa nacional (26,5) y ocupando 

el puesto 17 entre los 32 departamentos del país. La 

tasa de amenazas, por su parte, es de 126 por cada 

100.000 habitantes, casi 15 puntos por encima de la 

tasa nacional (108.2). 

Pese a ello, los programas de gobierno no son ex-

plícitos frente a estrategias que aporten a la construc-

ción de paz en el departamento, más allá de promo-

cionar el bienestar. Tampoco se observa articulación 

con la política de Paz Total del Gobierno Nacional, ni 

con la implementación del Acuerdo de paz. En la retó-

rica, Luis Alfonso Escobar Jaramillo se alinea con la 

visión de Paz Total planteada por el actual Gobierno 

y lo relaciona con el diálogo social y la seguridad in-

tegral y humana. La candidata María Cristina Rivera 

y Berner León Zambrano, alinean sus visiones con el 

bienestar social, pero sin mencionar la paz.  

La seguridad 
Además de los datos oficiales, la FIP ha desarro-

llado diferentes investigaciones en algunos munici-

pios del departamento y ha encontrado que cuenta 

con el indicador más alto de victimización, comparán-

dolo con los otros cinco departamentos estudiados3. El 

12% de victimización indirecta durante el último año y 

el panorama frente a la victimización directa también 

marcan la diferencia con un indicador de 9%, cuatro 

puntos porcentuales por encima de las otras cinco re-

giones. El 40% de las personas que declararon ser víc-

timas, lo fueron del delito de amenazas.

Se esperaría que los candidatos profundicen en 

la visión de seguridad y en estrategias que disminu-

yan la violencia, y que aporten a prevenir y contener 

delitos como los homicidios y las amenazas. Sin em-

bargo, los planes de gobierno exponen dos perspecti-

vas: aquellas que plantean el narcotráfico y grupos al 

margen de la ley como el problema central de seguri-

dad, y la perspectiva de la seguridad integral. 

• • Narcotráfico y grupos al margen de la ley: 
La perspectiva del enemigo interno y la mano 

dura han caracterizado algunas acciones en 

el país y en las regiones para combatir la de-

lincuencia. Estas es justamente la perspecti-

va de los candidatos Carlos Alberto Portilla, 

Carlos Alejandro Maya y Nilza Pantoja. Se-

gún ellos, existe un enemigo, una amenaza 

constante para el departamento que debe ser 

vencida (disidencias de las FARC, BACRIM y 

narcotraficantes). Además, mencionan que 

la afectación de los grupos ilegales es el re-

sultado de un abandono histórico.

3	 Las	últimas	encuestas	de	la	FIP	se	realizaron	en	35	municipios	en	las	regiones	
de	Catatumbo,	Montes	de	María,	Bajo	Cauca	antioqueño,	Sur	de	Córdoba,	Cauca	
y	Nariño	(FIP,	2022-2023)
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Llama la atención que la violencia y los 

delitos se limitan a la presencia de los gru-

pos ilegales, pero no hay claridad frente a la 

definición de los problemas ni la afectación 

diferenciada sobre la población nariñense. 

En esta línea, tampoco se definen estrategias 

concretas; se nombra el accionar de la Fuer-

za Pública, se instrumentaliza a la población 

para que colaboren con las autoridades y, al 

final, concluyen que es necesario incremen-

tar la justicia por medios punitivos. La can-

didata Pantoja nombra acciones frente a las 

violencias basadas en género y algunos me-

canismos como casas para las mujeres víc-

timas. 

• • Seguridad integral y humana: La seguri-

dad integral apunta en la misma dirección 

que la seguridad humana planteada por el 

Gobierno Nacional: desarrollar acciones 

que mejoren las condiciones de vida, forta-

lecer las organizaciones comunitarias, pre-

venir, fomentar la convivencia, proteger los 

derechos humanos y la sustitución de culti-

vos ilícitos. Desde esta perspectiva se pro-

cura el diálogo entre los diferentes sectores 

sociales, y se reconoce que la seguridad 

depende de la paz y su mantenimiento. Esta 

es la perspectiva del candidato Luis Alfon-

so Escobar Jaramillo y, en menor medida, 

de María Cristina Rivera y de Berner León 

Zambrano.

Desafortunadamente, desde esta pers-

pectiva tampoco hay una clara definición 

de los problemas. En lugar de plantear ac-

ciones estratégicas para prevenir, reducir e 

investigar los delitos que afectan a la ciuda-

danía, mejorar su percepción e incentivar el 

trabajo articulado de todas las entidades de 

seguridad y justicia, pareciera, más bien, un 

decálogo de políticas sociales. Confundir el 

bienestar con la seguridad puede generar 

acciones perversas que legitiman la relación 

entre pobreza e inseguridad y terminan por 

estigmatizar ciertas poblaciones, sectores y 

municipios.  

Hay que resaltar que, si bien los candi-

datos han promovido una visión de región 

independiente y no es clara su conexión con 

las políticas nacionales, en el tema de segu-

ridad vinculan la Paz Total y algunos meca-

nismos del Acuerdo de Paz, como los PDET 

y la sustitución de cultivos. Esto implica una 

alineación más clara con los planteamien-

tos del nivel nacional. Sin embargo, no hay 

claridad de cómo materializarlos en el plano 

de las entidades territoriales que componen 

este departamento.

Finalmente, la idea de implementar estra-

tegias debería estar sustentada en elementos 

claros de financiación que garanticen su 

cumplimiento y el logro de metas. Sin embar-

go, no es claro el apalancamiento financiero 

y menos las metas que proponen los candi-

datos para mejorar las condiciones de segu-

ridad en Nariño.

Confundir el bienestar 
con la seguridad puede 

generar acciones 
perversas que legitiman 
la relación entre pobreza 
e inseguridad y terminan 
por estigmatizar ciertas 
poblaciones, sectores y 

municipios
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